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Iniciativa de Decreto por el que se reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Se precisan elementos de la tipificación del delito de circulación de vehículos con placas sobrepuestas vinculando su utilización con el propósito de cometer un delito o encubrirlo.

Presentada por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Informe en correspondencia el día 22 de Septiembre de 2015.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 6 de Octubre de 2015.
Decreto No. 179
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 86 / 27 de Octubre de 2015.
INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL CÓDIGO PENAL  DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.  
El que suscribe, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59 fracción II y 82 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 9 Apartado A fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y 152 fracción II y 153 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito someter a la consideración de este Honorable Congreso la presente iniciativa, al tenor de la siguiente:

E  X  P  O  S  I  C  I  Ó  N    D  E    M  O  T  I  V  O  S
Por razones históricas nuestra Constitución Federal estableció como límites al ius puniendi los principios de legalidad, taxatividad y prohibición de extractividad de la ley penal, prohibición de la analogía, debido proceso legal, juez natural y prohibición de doble incriminación, así mismo, son principios rectores en nuestra norma fundamental los de la dignidad del ser humano, igualdad ante la ley, proporcionalidad, y lesividad de bienes jurídicos.
Es por ello que en el Derecho Penal, debido a la naturaleza de sus sanciones,  la tipificación del delito debe conllevar ciertas características y atender a varios de los principios antes mencionados,  uno de ellos  y de los más importantes, es el de nullum poena sine lege, nulla poene sine crimene y nullum crimen sine poena legali, que es el principio de legalidad en materia penal y que significa “ la utilización precisa y cierta de la norma penal, al caso dado, este descarta cualquier tipo de interpretación basada en la costumbre, en el derecho de los jueces y en la analogía con otras leyes. Esto implica que la única fuente del derecho penal es la ley dictada por el órgano legislativo.”

Por otro lado, existe el principio de proporcionalidad de las penas, el cual también  es propio de la materia penal y surgió como producto de una evolución histórica teniendo como fin regular el establecimiento y aplicación de cualquier medida que restrinja los derechos y libertades en cualquier ordenamiento jurídico, tratando que exista una intervención mínima por parte del Estado. Este principio encuentra su fundamento constitucional en el artículo 22 de nuestra Carta Magna.
La proporcionalidad es aplicable tanto en el momento en el que se crea la norma por los legisladores, como cuando es aplicada por los jueces e incluso en el momento de ejecución de la pena, medida de seguridad o consecuencia accesoria, por las autoridades correspondientes.

Además, tiene como característica principal su relatividad, es decir, no es de carácter absoluto, se adapta al caso concreto, dependiendo de la relación que exista entre la restricción del derecho o libertad, el bien jurídico que se tutele y el fin que se busque, también exige que las medidas restrictivas se encuentren forzosamente previstas en la ley.

La pena que establezca el legislador al delito deberá ser proporcional a la importancia social del hecho, es decir, no debe ser exagerada.  Es por ello que el Derecho Penal debe ajustar la gravedad de las penas a la trascendencia que para la sociedad tienen tales hechos, según el grado de afectación al bien jurídico. 

La proporcionalidad en el ámbito penal está regida por tres criterios distintos que actúan de forma escalonada: el criterio de idoneidad, el criterio de necesidad y el criterio de proporcionalidad en sentido estricto, los cuales buscan que la sanción sea la idónea para alcanzar el fin perseguido y que se elija aquella que sea menos lesiva para los derechos de los ciudadanos y la más adecuada para la protección eficaz de los bienes jurídicos, así mismo se busca que exista una intervención mínima por parte de los órganos del Estado.

En sentido estricto, este principio posee rango constitucional y se puede ser inferido de la justicia, valor propio de un Estado de Derecho, de una actividad pública no arbitraria y de la dignidad de la persona, así mismo implica una relación de proporcionalidad entre la gravedad del injusto y la gravedad de la pena en el momento legislativo. 

Para que el juzgador imponga una pena justa debe también hacerlo acorde con el principio de igualdad, gracias al cual debe tratarse igual a lo que es igual y desigualmente a lo desigual. Ello debe hacerse así porque para imponer la pena es necesario distinguir, dentro del juicio de exigibilidad normativa, si en la conducta punible existió dolo o culpa, de tal manera que la pena corresponda de forma proporcionada con tales diferencias.
En esa tesitura, el principio de culpabilidad posibilita el funcionamiento del principio de proporcionalidad o de prohibición de exceso, con lo cual se entrelazan claramente los principios de igualdad, culpabilidad y proporcionalidad, que constituyen la columna vertebral de la tarea de medición de la pena.

En ese orden de ideas, el  28 de abril de 2012 fue publicada en el Periódico Oficial del Estado, la reforma al Código Penal del Estado de Coahuila donde se adicionó el delito de circulación de vehículos con placas sobre puestas, dicha conducta se tipificó en virtud de la situación de inseguridad y violencia en la que se encontraba inmerso el Estado, toda vez que la utilización de placas sobre puestas es una forma de cometer otros delitos dolosos diversos sin que sean identificados los responsables.

La situación de riesgo en nuestro Estado, si bien ha disminuido considerablemente, aun sigue latente, la utilización de placas sobrepuestas para propósitos delictivos sigue siendo recurrente, convirtiéndose en un verdadero problema social que facilita la impunidad de los mismos, por lo tanto es algo que se debe continuar combatiendo. Para ello es necesario perfeccionar la tipificación de este delito a efecto de que se logre el fin para el que fue adicionado a nuestro Código en años atrás. 

Atendiendo a los principios anteriormente expuestos, el delito referente a la circulación de vehículo con placas sobre puestas, contemplado en nuestro Código Penal vigente, debe  vincular mejor  esta conducta  con la lesión de algún bien jurídico de terceros, reducir su penalidad a fin de que el daño social ocasionado por el delito se proporcional con su sanción.
Por ello, se pretende que al tipo penal mencionado en el párrafo anterior, atendiendo al principio de legalidad, se le agreguen más elementos a fin de darle mayor certeza jurídica, como por ejemplo: que ahora el sujeto activo deberá realizar el hecho ilícito de utilizar placas sobrepuestas con el propósito de cometer un delito diverso o encubrirlo. De esta manera el tipo penal que se pretende reformar busca no dejar margen a interpretaciones sobre la conducta que se está puniendo y de esta manera estaría cumpliendo con su fin, que es el de prevenir y sancionar este delito que está ocasionando un daño social.
Por otro lado, se modifica el epígrafe y el contenido del artículo 280 BIS 2 del Código Penal del Estado, referente al agravante de la figura típica de circulación de vehículo con placas sobrepuestas, con la finalidad de dar mayor certeza y precisar mejor que este  incremento en las penas aplicará cuando quien cometa este delito, sea un servidor público, a quien además se le inhabilitará para desempeñar cualquier empleo, cargo o comisión públicos por un período igual a la pena de prisión impuesta.
Es compromiso de mi gobierno dar cumplimiento puntal al Plan Estatal de Desarrollo, sobre todo a uno de sus más importantes objetivos, la Procuración de Justicia, con el fin de asegurar el respeto a los derechos fundamentales de todos los coahuilenses y brindando un ambiente donde prevalezca la paz social. 
En virtud de lo anterior es que ponemos a consideración de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y en su caso aprobación, la siguiente iniciativa de:
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL CÓDIGO PENAL  DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman los artículos 280 BIS 1 y 280 BIS 2 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza.
ARTICULO 280 BIS 1. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE CIRCULACIÓN DE VEHÍCULO CON PLACAS SOBREPUESTAS.- Se aplicará una pena de seis meses a cuatro años y multa a quien utilice, posea,  o custodie un vehículo con placas, que en términos de las disposiciones aplicables han sido dadas de baja o cuyos datos de identificación correspondan a otro vehículo, con el propósito de cometer un delito diverso o encubrirlo.
ARTICULO 280 BIS 2. AGRAVANTE DE LA FIGURA TÍPICA DE CIRCULACIÓN DE VEHÍCULO CON PLACAS SOBREPUESTAS.- Las penas previstas en el artículo anterior, se incrementarán hasta en una mitad, cuando quien cometa  el delito de circulación de vehículo con placas sobrepuestas, sea un servidor público,  a quien además se le inhabilitará para desempeñar cualquier empleo, cargo o comisión públicos por un período igual a la pena de prisión impuesta.
T R A N S I T O R I O S
PRIMERO.-   El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Coahuila.
SEGUNDO.-  A los sujetos activos dentro de los procedimientos penales pendientes de resolución les será aplicable la legislación que les resulte más favorable.
DADO en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 días del mes de septiembre de dos mil quince. 

SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ

	EL SECRETARIO DE GOBIERNO

VÍCTOR MANUEL ZAMORA RODRÍGUEZ


	EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA 

HOMERO RAMOS GLORIA
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